
PoL1r1cAs DE SuELO Y CONTROL DE PRECIOS 

Marco legal 

Marco general 

En los primeros años de demo­
cracia, las políticas urbanísticas 
seguidas por las Corporaciones Lo­
cales fueron con lesladas por los 
promotores inmobiliarios, culpcín­
dolas del nulo crecimiento del sec­
tor. El debate que se eslableció 
demostraba la falta de profesionali­
dad de muchos de estos promotores, 
ya que desconocían en profu ndidad 
las causas de la crisis y la a tribuían 
directamente al cambio político. 

En la actualidad, y prácticamen­
te dentro del mismo marco político. 
jurídico y financiero. la revalori7a­
ción de los precios de los bienes 
inmuebles ha experimentado un in­
cremen to excesivo, muy por encima 
del de la evolución general del resto 
de los mercados. Pero esa rewt!ori-

wcw11 110 ha t~/(•l'f{l(IO en la 111is11w 
proporción a .1·11s dos compo11e11tes. 
suelo y co11.1·tmffiá11. Mientras que 
el primero lw lle¡.:ado a m11ltiplict11·w 
pOI' vario.~ enteros. el segundo lw 
permanecido e/entro de> un i11creme11ro 
contenido. 

En las últimas décadas, y con 
mayor intensidad desde 1980. se 
viene hablando del denominado 
.. problema de la vivienda''. tratan-
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do de buscar a lternativas, pero sin 
que se haya conseguido una solu­
ción definitiva. Todo lo que est<i 
ocurriendo, aunque es fácil de deli­
mitar. es difícil de instrumentar. 
Quizás el problema no sea el mismo 
en todo el puis, pero lo cierto es 
que existe 1111a o.fer/a de 1'iv1emla.1· 
que no se corresponde con la deman­
da y menos con la dema11da de los 
vectores sociales más 11ecesi1ados • 



sobre Lodo con la de aquellos nive­
les económicos que por familia no 
alcanzan dos veces y media el sala­
rio mínimo interprofesional. Es de­
cir, hay viviendas, no existe escasez, 
pero no hay viviendas asequibles a 
la demanda social que más las nece­
sita. 

Este viejo problema se ha venido 
intentando solucionar con diversas 
medidas coyunLUrales que no han 
conseguido erradicarlo, aunque si 
aliviarlo. Como consecuencia de 
ello, el marco jurídico en e l que nos 
desenvolvemos es complejo, pues 
ha sufrido diversas modificaciones, 
pero ninguna de ellas en profundi­
dad. Simplemente se han producido 
pequeñas aproximaciones que nada 
más aparecer han sido superadas 
po r los acontecimientos. 

Si antes de la legislación del sue­
lo de 1956, el mercado inmobiliario 
carecía de control pliblico, puede 
decirse que desde esa fecha hasta la 
reforma de 1975, el soporte lega l 
convertido en un instrumento a l 
servicio del promotor, posi bilitó un 
incremento de Ja especulación de 
mayor intensidad que el de las dos 
décadas anteriores. 

En 1979, Ja llegada de las Cor­
poraciones democráticas cambió el 
rumbo del mercado. pero no consi­
g uió erradicar el problema. No obs­
tante, el ca mbio produjo una mayo r 
sensibilización de la conciencia so­
cial sobre la gravedad del problema 
y la urgencia en conseguir su solu­
ción. Todos los agentes sociales, en 
general, trataron de canalizarlo y 
buscar vías inmediatas que conduje­
sen, al menos. a suavizar la situa­
ción. Puede decirse que se pasó de 
una situación de control simplemen­
te centralista a otra apoyada en la 
Constitución Española, de estructu­
ra pluricéntrica y de responsabili­
dades compartidas. 

El mandato del artículo cuaren­
ta y siete de la Constitución• impli­
ca a todos los poderes públicos, 
desde la Administraci ó n Central a 
las Comunidades A ulónomas y a 
las Entidades Locales, en un reto 
común , ya que el problema no será 
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aborda ble desde una perspectiva 
unilateral o de política sectorial. 

Las referencius a fo Leg is/ación 
espt1r 1'jlca de fa vivienda. anterior a 
1987, sólo pueden quedar reducidas 
a los distintos intentos de conseguir 
un proteccionismo que procedía de 
una herencia anterior, desfasada de 
la realidad y sin resultados sufi­
cientemente favorables para los 
usuarios. de tal for ma, que aunque 
quedase demvstmdo el interés por 
favorecer a Jos 11irt!les más 11ecesita­
dos de la demanda i11solve11te, se de­
jaba casi sin con r rol fa .f7uN11ación 
del mercado inrnohiliario. 

Las Corporaciones Locales, por 
su parte, tras la experiencia expan­
sionista de las épocas anteriores, 
trataron de buscar nuevas vías para 
gestio na r el planeamiento y contro­
lar el mercad o de suelo. Pero las 
políticas de Rehabilitación de los 
Espacios Centrales, unidas a las de 
diversas técnicas sobre la Repa rce­
lación Voluntaria Discontinua no 
fueron suficientes para conseguir 
ese objetivo. 

Por otra pa rte. se estaba fegis­
lando sin rompt1r del todo co11 el pa­
sado. Desde distintos órganos de la 
Administración se pretendía abor­
dar el pro blema con los medios 
propi os pero sin tener un entrama­
do común que sostuviese y multipli­
cara los esfuerzos. Y es que en 
aquellos momentos la implantación 
de la estructura o rgánica y funcio­
nal del nuevo estado de las Auto­
nomías produjo tales disfunciones 
que no permitía un proceso coordi­
nado de actuacio nes administra­
tivas. 

El recurso a las actuaciones en 
rehabilitación tuvo grandes costos 
ya que. son tan nuevas en nuestro 
país. que la primera vez que se 
mencionaron lega lmente lo fueron 

' En su articulo 47. la Constitución 
establece que wdns los españah!f tienen de­
reclw a di.~frntar de una vivienda digna y 
adenwda. Los poderes públicos pm111overá11 
las condicio11es ner<•wrias y estahlect>rán fas 
normas pertinentes para hacer tft•ctil'O e.fte 
derech11, regulflndo la utili:arión del suelo 
de t1c11erdo con r f 1111c•ré.~ general para impe­
dir fa l!.l'fl<'C11lt1l'lti11. l o Cmmmidrul participa­
ra (>/J /a.f pfa.r1>alím 1/111! genere la acción ur­
ha11í11ica dt> /iJJ entt'.f p1iblicns. 



en el Decreto-Ley de 26 de septiem­
bre de 1980 y posteriormente en el 
Decreto de 12 de febrero de 1982, 
en el que se regulaban operaciones 
de rehabilitación del patrimonio 
deteriorado. Por ello. en muchos 
Ayunta mientos se iniciaban espe­
riencias pilo tos con afán de solu ­
cionar los problemas unilateral­
mente. 

Políticas: E.rratal. Autonómica 
y local 

El cambio político que se produ­
jo en 1982 tras las elecciones gene­
ra les, produjo un notable proceso 

acelerador de los traspasos en mate­
ria autonómica que hasta ese mo­
mento se estaban reali za ndo con 
g rao lentitud, pues la práctica tota­
lidad de los Reales Decretos de 
transferencia en materia de vivienda 
se produjero n entre 1983 y 1984. 
En consecuencia, la transformación 
institucional operad a ha sido muy 
importante, abarcando con la nueva 
estructura a ut onómica de los pode­
res públicos no sólo a la Adminis­
tración Central, a nivel Mini sterial , 
sino también a las entidades o so­
ciedades estata les vinculadas con la 
promoción de viviendas. 

Pero con independencia del de-
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sarrollo estructural que a nivel 
autonómico se ha producido. 110 

conviene olvidar el especial papel 
que en los ti! timos años han venido 
ndq11irie11do los Ayuntamie11/os, pa­
pel sin duda atin inferior al que en 
buena lógica les corresponde por 
su tradición y por sus iniciativas y 
programas de los últimos años. 

Mientra:. se producía el cambio 
inst1tuc1onal, tratando de cubrir el 
vacío legal que podía producirse, 
se preparn el Plan Cuatrienal de 
Vivienda de 1984-1987. que aunque 
no produce novedades sobre los 
que le precedieron, se enmarca den­
tro de una nueva política de gestión 
que permita la corrección territorial 
de los desajustes de oferta y deman­
da. La concl usión del Plan Cuatrie­
na 1 ha dado pai.o a 1111 1111e1•0 sisrema 
de fi11a11ciación es/atal de la.1 t1C't11a­
cio11es profeK idas en materia de 
vfrie11da, d<'.finidas a partir de los 
Reales Decretos 1494/87 de 4 de di­
ciembre y 221/89 de 3 de nwr:o. 

Nos e11co111ra111os pues en la u<·­
tualidad ante un morco jurídico to­
davía en desarrollo que abarca por 
un lado una nueva estructura o rgá­
nica y funcional del Estado. y. por 
otra, una legislación básicamente 
diseñadora de la política esta tal de 
intervención en materia d e vivienda. 

/,o aco11 lecido en el dise1/o de la 
política de viviendas podemos decir 
que tamhién se ha producido en la 
política de suelo; de una legislación 
obsoleta, como la de 1956 se pasó 
a otra como Ja de 1975. que sirvió 
de base a diversos diseños de ges­
tió n de planeamiento urbanístico 
para captación de las plusvalías. 
La futura Ley sobre Reforma d el 
Régimen Urbanístico no hace sino 
recoger la experiencia de estos últi­
mos ci nco años en la gestión de 
algunos planes pilotos. 

El impacto especulador 

Pero no podríamos tenrunar de 
d escribir el marco general en el que 
se mueven estos factores, suci o y 
vivienda, si no mencionáramos a los 
principales af(e111es productores de 
la oferta del mercado inmobiliario: 
los promotores, públicos y priva-



dos, contratistas y los propietarios 
de terrenos, sin olvidar a los inter­
mediarios que por sus propias ca­
racterísticas hacen que el mercado 
sea opaco. 

Los promotores no sólo produ­
cen el producto terminado, sino 
que ostentan la propiedad de lo 
que pudiéramos llamar la materia 
prima, el suelo. La retención de 
suelo en mano de estos agentes su­
pone una reducción de la oferta 
con el consiguiente incremento de 
su valor. Pero también los contra­
tistas y los propietarios, por causas 
muy diversas, contribuyen a una 
especulación encubierta, que aun­
que no pretendida en algunos casos, 
enra rece el mercado incrementando 
los valores de adquisición del suelo. 

No obstante, el estudio de la 

oferta del producto inmobiliario 
no debe quedar tan sólo en la oferta 
de suelo, sino que debe abarcar al 
producto terminado en la conside­
ración de que existe gran parte de la 
misma controlada en su fase linal 
por otros agentes inversores pero 
no productores. Este conjunto de 
agentes y de intereses cru::ados pro­
duce un complejo entramado en el 
mercado i11111ohiliario que puede que­
dar en la práctica fuera del comrol 
de la Ad111ini.1·tració11 , dada su gran 
dinámica. 

Factores determinantes 

Oferta y demanda 

Pero si el marco genera l en el 
que se desarrolla toda la actividad- , 
queda dentro de un sistema comple­
jo de oferta y demanda que es difícil 
de describir, es a ún m<is complicado 
definir la relación emre los elemen­
tos determinantes de las fluctuacio­
nes de los precios del sucio y de la 
vivienda. Del mercado que debemos 
hablar no es sólo el mercado de vi­
viendas, sino el mercado inmobilia­
rio en el que la oferta y la demanda 
se ven implicados por otros factores 
ajenos al producto elaborado. 

Si se da un vistazo nipido a todo 
el país, se observa que existe una 

auténtica euforia en el negocio 
inmobiliario. como lo demuestran 
las cifras del nivel de actividad del 
sector de la construcción, los eleva­
dos precios que se manejan en todo 
tipo de transacciones de sucio. edi­
ficios o viviendas. e incluso el de­
sembarco en el mercado inmobilia­
rio de multitud de agentes m<Ís co­
nocido por otras act ívidadcs que 
por la propiamente inmobiliaria. 
Pero este auge inmobiliario está te­
niendo diversas consecuencias para 
la economía del país, de tnl forma 
que está crea ndo problemas en los 
niveles socia les más bajos. 

Casi todos los analistas de este 
fenómeno coinciden en explicar 
que el primer factor del movimien­
to de los precios podría esta r moti­
vado por la recuperación de la pér­
dida del valor real que habían su­
frido muchos de los inmuebles 
duranle la crisis económica que 
afectó en la década de 1974/ 1984 
a l mercado. produciendo una fue rte 
contención de la demanda. 

El segundo factor de la subida. 
el más importante, es debido al cre­
cimiento de la demanda en un mer­
cado de la oferta rígida. Pero este 
incremento de la demanda obedece 
a diferentes factores, entre los que 
podemos citar, el aumento de la 
capacidad adquisitiva debido a la 
recuperación económica ; el compor­
tamiento del mercado de crédito 
hipotecario que ha permitido 
aumentar la capacidad de endeu­
damiento de los compradores: la 
en trada en el sector de o tros agentes 
que han transformado los esquemas 
operativos del promotor inmobilia­
rio: pero todo ello a su ve/ acen­
tuado por la inexistencia de un 
marco jurídico de control del mer­
cado. 

El mercado inmobiliario 

De todas las causas de.1Tritas. 
qui:ás la más impactante haya sido 
la entrada de esos otros a~e111es que 
han transformado el sector. de tal 
.forma. que lo lta11 convertido en o~je­
to deseado y de.l'eahle por i111porta11-
tes grupos ecc>námil'os en lo.1· q11e se 
considera el negocio i11111ohiliario 



como la base de la estrategia empre­
sarial. En los grupos bancarios ha 
sido y es en muchos casos el apo­
yo de sus cuentas de explotación en 
la revalorización de sus activos 
inmobiliarios. Aunque esta estrate­
gia puede considerarse coyuntural, 
parece que en las inversiones inmo­
biliarias han encontrado un negocio 
que complementa los beneficios de 
la colocación del dinero a largo 
plazo. 

La entrada de capital extranjero 
se ha producido sobre todo en el 
mercado de oficinas y en el turísti­
co, llegando incluso a realizar "ac­
tuaciones estrellas" con las que se 
podría recopilar un sin fin de diver­
sas estrategias inmobiliarias. 

Pero, además, en muchas de las 
operaciones, los intennediarios ma­
nejan dinero líquido convirtiendo el 
mercado en un laberinto de subter­
fugios donde los precios no se sabe 
a qué factores obedecen, ya que la 
simple ley de oferta y demanda que­
da inservible para explicar el fenó­
meno y al detectar que el mismo 
vendedor actúa a la vez como com­
prador del mismo inmueble. 

Por otra parte, todo el panora­
ma descrito se completaba con el 
apoyo fiscal a la adquisición de la 
vivienda. En el impuesto sobre la 
renta se permitía la deducción de 
los intereses pagados en la base 
imponible y se deducía un impor­
tante porcentaje de la cuota imposi­
tiva, tanto en primera como en su­
cesivas inversiones de viviendas. A 
su vez, esta situación se incremen­
taba con la mínima presión fiscal 
que se ejercía sobre las plusvalías 
inmobiliarias, ya que en la práctica 
se aceptaban los precios ficticios de 
las diversas transformaciones inmo­
biliarias. 

Este conjunto de factores colo­
caba al sector inmobiliario en inme­
jorables condiciones para recibir 
las inversiones del dinero " negro" 
del sistema, y por tanto en una si­
tuación tremendamente atractiva 
para el capital especulador que bus­
ca las fisu ras más favorables para 
hacer saltar los precios. 

El impacto no se hizo esperar y 
ante una bajada relativa de precios, 
un bajo control del destino de los 
bienes, una rentabi lización inmedia-
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ta de la inversión y la posibilidad 
de una actualización continuada de 
precios, el zarpazo de los especula­
dores profesionales se produjo de 
fonna inmediata y sin contempla­
ciones. La concurrencia de inversores 
dispara los precios, al principio de 
forma selectiva y posteriormente con 
un crecimiento expansivo en cadena 
a todo tipo de inmuebles, arrastran­
do con su influjo a las viviendas 
destinadas a los niveles de rentas 
más bajos. 

Pero controlar todos estos meca­
nismos desde una Administración 
que ha estado inmersa en un proceso 
de reestructuración ha sido dificil en 
los últimos años. Las políticas Esta­
tales, Autonómicas y Locales debe­
rán quedar conexionadas salvando 
diferencias ideológicas para conse­
guir un objetivo común. 

La política Estatal, dentro de la 
nueva estructura, requiere la elabo­
ración de bases de coordinación del 
sector viviendas, vinculadas a la 
planificación general económica y 
a la interrelación con las Comuni­
dades Autónomas. A ello contribu-



ye el mencionado reciente Real 
Decreto 1494/87. 

Puede decirse que el R.O. es un 
marco de actuaciones de cadtctcr 
funcional con respecto a la activi­
dad de las mismas. que trata de 
conseguir un instrumento ílcxible 
que sea capaz de responder a la va­
riabilidad y turbulencia de algunas 
de las facetas más importantes del 
acontecer económico y financiero. 
Pero la corta experiencia, hasta el 
momento. de los resultados obte111-
dos, no puede servir para averiguar 
la capacidad real de modificación y 
adaptación del mismo al contexto 
en el cual debe surtir efectos. 

Controles 

Esta misma situación se observa 
en la política concatenada de con­
venios entre las Comunidades 
Autónomas y los Ayuntamientos, 
donde el control efectivo aún no ha 
podido ser determinado. 

Pero aunque estemos analinndo 
factores relacionados con la elabo-

ración final del producto. no debe­
mos olvidarnos del primero en 
cuanto a orden cronológico. el de 
la preparación dc1I suelo urhanizado 
necesario para el desarrollo de la 
acti1•iclad inmohiliarla. En este caso, 
la responsabilidad del control efecti-
1•0 se invierte. es decir pasa a tener 
mayor peso en las Ad111i11istracio11es 
Autonómicas y Locall's que en la Es­
tatal. 

Las políticas urbanísticas que se 
diseñan en cada Comunidad Autó­
noma y el planeamiento urbanístico 
municipal, a nivel loca l, condicio­
nan, no sólo con sus planteamien­
tos. los controles efectivos del mer­
cado de suelo, sino con la gestión 
del mismo la mayor o menor efica­
cia de esa misión. 

La distinta legislación A utonó­
mica sobre la materia y la diver­
sidad de modelos en la gesuón 
urbanística municipal, abren un 
ambiguo panorama en el que es di­
ficil entra r en profundidad con una 
senci lla generali1ac1ón. 

Propuesta de acciones 

N1ie1•as políticas de suelo 
.r vfrienda 

A la vista de lo expuesto ante­
riormente y para reconducir algu­
nos de los problemas que se han 
señalado, es indudable que las ópti­
cas sobre las que se puede incidir 
son diversas. Por un lado, habría 
que referirse a las nuevas políticas 
de suelo, y, por otro. a la posibili­
dad del desarrollo normativo de los 
R.O. 1494/87 y 222/89, pero rela­
cionadas con las medidas de control 
de la economía general del Estado 
y las correspondientes a nivel local 
o municipal. 

En cuanto al sucio, el futuro 
proyecto de Ley de Reforma del 
Régimen Urbanístico y Valoracio­
nes del Suelo, puede abrir una vía 
para conseguir una utilización más 
acorde con el interés general. No 
obsta nte, las experiencias piloto 
en las que se basa. no hun podido 
contener la especulación, aunque sí 
hay que reconocer que han supuesto 

un avance sobre la situación ante­
rior. Pero para poder obtener este 
objeti vo no bastarán las medidas 
legislativas, ya 4ue el marco norma­
tivo quedará inservible sin una de­
cidida actuación de las Administra­
ciones competentes. 

El ca11trol n11111icipal 

Como cambio, la futura Ley 
ofrece una regulación de las diver­
sas facultades de contenido urbanís-

tico, '\Usceptiblcs de adquisición 
mediante un proceso continuo por 
fases. llegando a la patnmomaliza­
c1ón de la edilicabilidad oLorgada 
por el ph1neam1ento. dentro de un 
reparto prcv1t) de cargas y benefi­
cios. Eslc 'iistcma exige una acllla­
ción inmediata a la Administración 
en caso de incumplimiento del pro­
pietario del terreno. ern1blccicndo 
la expropiación como elemento di­
suasivo. Pero estos mecanismos no 
tendrán ninguna efectividad s1 no 
se ejerce una gestión integral desde 
la Administración Municipal, ya 
que aunque -;e pretendiese un con­
trol de nivel superior, a escala de 
Comunidad A u tonóma. si 1w e Yis­
le 11110 1•olt111tad 1111111icipal de ~estio­
nar el pla11ea111ie11to 11rba11istico. saá 
impo.vrhle obtener resultados fal'Ora­
h/es c>11 las políticas de control dl'I 
preno del suelo. 

Puede afirmarse que si las ac1ua­
ciones entre la-; distintas Adminis­
traciones no estan coordinadas, el 
resultado seguirá siendo negativo, 
y, por tanto. con escasa repercusión 
en el mercado inmobiliario. 

La ge.wá11 11rhanística municipal 
110 podr<Í t'.iercc•rse si no existe una 
voluntad política decidida y firme 
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para alcanzar dicho objetivo, y a 
su vez esa gestión no será posible 
sin la existencia de un órgano admi­
nistrativo municipal especializado 
que, con cierta autonomía. sea c·apaz 
de reali:arla. Ese órgano, con inde­
pendencia del tamaño del Ayunta­
miento, al cual deberá adaptarse. 
puede tener carácter gerencial y 
deberá ser el responsable de Ja ges­
tión urbanística. 

El valor catastral como 
valor tJnico 

Pero de igual forma que se ha 
analizado brevemente el futuro pro­
yecto de Ley de Reforma del Régi­
men Urbanístico y Valoraciones de 
Sucio, debemos pasar a los R. O . 
1494/87 y 224/89. En este caso, se 
establecen dos nuevos regímenes en 
las viviendas de protección oficial 
que se denominan, respectivamente, 
general y especial. Al régimen espe­
cial sólo podrán acogerse aquellas 
actuaciones que sean llevadas a 
cabo por promotores públicos para 
beneficiarios con ingresos familiares 
que no excedan de dos veces el sala­
rio mínimo interprofesional. 

Por otra parte, establece que 
tendrán la co11sideració11 de promoto­
res p1H1licos los Entes Ptíblicos terri­
toriales y aquellas personas jurídicas 
de derecho público o privado perte­
necientes al sector p1íhlico. Esw úl­
tima categoría se refiere a las per­
sonas jurídicas en cuyo capital se 
dé una participación mayoritaria, 
directa o indirecta, de una o de va­
rias Administraciones Públicas o 
personas jurídicas de derecho públi­
co. Así pues, se trata de un concep­
to amplio de promotor público que 
supone una intervención directa de 
la Administración en el mercado 
inmobiliario. El régimen especial 
constituye por sí solo una impor­
tante novedad. Se trata de una vía 
de promoción de actuaciones en vi­
vienda que puede coexistir con la 
promoción pública tipificada desde 
el Real Decreto-Ley 31 /78 que no 
aspira a sustituirla, sino a comple­
mentarla. 

En otro orden de cosas, también 
establece el R.O. que los promoto-

res públicos que quieran acogerse a 
este régimen de protección deberán 
presentar el programa previsto ante 
la Comunidad Autónoma corres­
pondiente; ésta, en función de las 
solicitudes recibidas, formulará el 
programa comunitario anual, que 
propondrá al MOPU, dentro de los 
limites del convenio anual entre 
ambas Administraciones Públicas. 

Descrito el soporte jurídico en 
el que se desarrollará toda la futura 
actividad del sector inmobiliario, 
conviene no olvidar otros aspectos, 
que aunque pudieran parecer cola­
terales, pueden tener gran influen­
cia en el conjunto de los factores. 

Los esfuerzos que se están reali­
zando desde el Ministerio de Eco­
nomía y Hacienda para conseguir 
un Catastro real y actualizado del 
conju11to de todas las propiedades 
del 1erri1orio. puede ser u11 impulso 
más en favor de este control adminis­
trativo del mercado inmobiliario. 
Para ello, será necesario terminar 
la revisión del mismo, aproximan­
do el valor catastral al valor de 
mercado, tratando así de tener un 
único valor a todos los efectos tri­
butarios y administrativos. 

Siguiendo el mandato de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Loca­
les, los valores catastrales deben es­
tar referenciados al valor de merca­
do; tal referenciaci6n, que no identi­
licación, se estima idóneo situarla 
al 70-75 por 100 del valor de mer-
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cado, para así evitar la tributación 
sobre el 25-30 por 100 restante que 
se considera que contiene una gran 
componente especulativa. Sin em­
bargo, situa r los valores catastrales 
al nivel anterior, exige adoptar di­
versas medidas legislativas para 
reducir los tipos impositivos de los 
distintos tributos de base inmobi­
liaria. 

Ante las dos alternativas de valo­
res ca/astrales ficticios y tipos impo­
sitivos altos o valores catastrales 
próximos al mercado y tipos imposi­
tivos bajos, se debe optar por la se­
gunda. que garantiza una base de 
tribuwción real. 

Así pues, las ventajas que podrá 
aportar esta nueva etapa del Catas­
tro y de su valor referenciado al 
mercado son múltiples, pues por 
un lado dará seguridad jurídica al 
ciudadano, y, por otra, al ser un 
registro actualizado real y transpa­
rente, lograní evitar los subterfu­
gios que se producen en muchas de 
las transmisiones inmobiliarias. 

Por otra parte, las nuevas vías 
de financiación de Ja vivienda libre 
están evitando el destino inadecua­
do que se estaba dando de los fon­
dos públicos a través de las anti­
guas viviendas de protección oficial 
y de promoción privada. Trabajar 
en esta línea evitará el intrusismo, 
que tantos problemas ha causado. 

Tampoco hay que olvidar el 
impulso socioeconómico que han 



supuesto las políticas de rehabilita­
ción de inmuebles. Seguir en esa 
dfrección desde las distintas admi­
nistraciones, será una garantía del 
futuro de nuestras ciudades y un 
instrumento de control de los pre­
cios. 

Asociaciones y participación 
ciudadana 

No se debe terminar esta pro­
puesta de acciones sin hacer una 
referencia al asociacionismo y a la 
participación directa del ciudadano 
en la gestión pública. Ha sido grati­
ficador ver participar en los últimos 
años, tanto en debates públicos 
como en acciones directas, a diver­
sos colectivos ciudadanos, que sen­
sibilizados por el problema, bao 
tenido un papel activo en la gestión. 

La colaboración en la detección 

de las causas del problema y el con­
trol ciudadano han resultado fun­
damentales en los momentos de 
posible confusión y de crisis. Por 
eso, potenciar mediante reglamentos 
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municipales la participación ciuda­
dana, será garantizar el control 
efectivo de todo el entramado para 
evitar las grandes fluctuaciones es­
peculativas del mercado inmobi­
liario. 

Como conclusión, podemos afir­
mar que este conjunto de acciones 
no tendrá efectos favorables si no 
es integrado en una decidida acción 
de gobierno que abarque los tres 
niveles en que se desarrolla la ges­
tión administrativa del Estado, ni­
vel Estatal, Autonómico y Local , 
quedando resumido en el siguiente 
esquema. 

ESTATAL 
1 Continuar el desarrollo del R.D. 

1494/ 87. 
Rehabililac1ones. 
Regulación vivienda mínima. 

2. Culminar la aprobación de la reforma 
de la Ley del Sucio. 
- Incluyendo nuevas cstruclUras de 

gestión suprarrcgional. 
- Definición de los niveles de planea­

miento y competencias de gestión. 

3. Nuevo Catastro. 
Catastro como RegisLro Público. 
Valor Catastral como valor único 
Mantenimiento vivo de un único 
Catastro. 
Ley del Catastro 

4. Nuevo marco jurídico regulador del 
mercado inmobiliario. 

Producto inmobiliario y agentes 
del mercado. 
Ley de la ed11icación. 

AUTONOMICO 
l. Marco jurídico regional - coordina-

dor 
Control de planeamiento regional 
Soporte técnico de gestión a los 
municipios carcnLes del mismo. 

2. Mecanismos de control de calidad del 
producto inmobiliario. en coordina­
ción con el nuevo marco estatal. 

Relación precio-acabado. 

M1JNIOPAL 
1. Gestión Urbanística. 

Coherencia y agilidad en el planea­
miento. 
Creación de órganos autónomos de 
gestión. 

2. Reglamentación de la participación 
ciudadana. 

Creación de foros de debate y co­
municación. 
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